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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Gonzalo de Toro. 


MIEMBROS: Señores Representantes Alfredo Asti, José Bayardi, Ricardo Berois, Fitzgerald Cantero 
Piali, Alberto Casas, Gustavo A. Espinosa, María Elena Laurnaga, Nicolás Pereira, Pablo 
Pérez González y Mary Vega. 


ASISTE: Señor Representante Raúl Olivera. 


INVITADOS: Por el Tribunal de Cuentas: Presidente, doctor Siegbert Rippe; Ministra Diana Marcos; 
Ministra contadora Beatriz Martínez; Subdirectora División Auditoría, doctora Margarita 
Iraola; Director de Gobiernos Departamentales, Adolfo Pastori; División Auditoría, 
contador Omar Zooby; y Director de la División Jurídica, doctor Santiago Fonseca. 


SEÑOR PRESIDENTE (de Toro).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión Especial con Fines Legislativos de Asuntos Municipales y Descentralización tiene el gusto de 
recibir al Tribunal de Cuentas, a los efectos de considerar las observaciones interpuestas por dicho organismo 
al reintegro de gastos de los señores Ediles municipales a nivel nacional. 


Tiene la palabra el doctor Siegbert Rippe. 
SEÑOR RIPPE.- Tengo el honor de Presidir en este momento el Tribunal de Cuentas. 


El Cuerpo tomó nota del pedido de participación en esta oportunidad, y planteó que me presentara en 
representación del Tribunal, junto con mis dos compañeras Ministras, contadoras Diana Marcos y Beatriz 
Martínez, que tienen una experiencia vital, directa y dinámica en temas municipales. Pedimos que nos 
acompañaran los dos Directores de División: el doctor Omar Zooby de la División Auditoría, y el doctor 
Santiago Fonseca de la División Jurídica que, a su vez, vinieron acompañados por la contadora Margarita 
Imaola, que es la Subdirectora General del Área Auditoría, y por el doctor Adolfo Pastori, Director del 
Departamento de Gobiernos departamentales. 


Nuestra idea es asesorar en forma amplia y completa, en la medida en que este es un tema histórico. El 
Tribunal ha asumido distintas posiciones a lo largo de los años. Ellos representan la historia viva de las 
resoluciones del Tribunal, y nosotros haremos una muy breve introducción al tema. 


Desde que integramos el Cuerpo, el Tribunal tomó una resolución en diciembre del año 2010. Esa fue la 
primera y única resolución tomada por este Cuerpo en particular. 


Existen antedecentes en el Tribunal desde el año 1987, 1992 y 2000, que pueden ser historiados por nuestros 
técnicos, y en los que se puede ver que se fueron tomando distintas disposiciones por parte del Tribunal, 
atento a dos o tres principios fundamentales, que en este caso nosotros también tomamos en cuenta. 


En primer lugar, se tomó la Constitución de la República. Me refiero al artículo 295 de la Constitución y a la 
forma de definir el carácter no remunerativo sino el carácter honorario, de los integrantes de las Juntas 
departamentales y de las Juntas locales. 


En segundo término, el Tribunal de Cuentas participa por lo menos en dos grandes oportunidades vinculadas 
con la materia gobiernos departamentales, entre otros. Por un lado, me refiero a la materia presupuestaria, 
sobre la cual se están recibiendo y analizando proyectos de Presupuesto de los Gobiernos departamentales y, 
por otro, al control preventivo de gastos y de pagos, siempre teniendo en cuenta el principio rector del 
artículo 295. 


En tercer lugar, otro concepto fundamental que manejamos es la autonomía departamental. Esa autonomía no 
debe ser de ninguna manera lesionada. 


En cuarto término, contemplando todos estos factores la disposición constitucional vinculada con la no 
remuneración de los Ediles, las disposiciones constitucionales y legales en materia de intervención preventiva 
y en materia de Presupuesto del Tribunal de Cuentas, y adicionalmente lo vinculado con las autonomías 
departamentales tuvimos que adoptar determinados criterios a los efectos de poder cumplir con los principios 
de contralor que la Constitución de la República impone al propio Tribunal de Cuentas. 


En este sentido, la última resolución de diciembre de 2010 tiene toda una historia atrás de ella. En este caso, 
las decisiones básicas que se tomaron yo estoy en condiciones de dejar un ejemplar de las resoluciones de 
1987, 1999, 2000 y 2010 trataron de combinar estos principios rectores con las exigencias de la Constitución 
en materia de contralor. 


En primer lugar, como concepto fundamental, se estableció que las Juntas departamentales son las que 
reglamentan todo lo vinculado con los Ediles. 


En segundo término, que hay dos tipos de gastos a considerar, partiendo del supuesto de que no corresponde 
remunerar a los Ediles. Quiero aclarar, a título personal aunque creo que es compartido, que no se trata de 
una opinión filosófica vinculada a la retribución o no retribución de los Ediles. Ese es un tema constitucional 
y, en su caso, eventualmente legal. Nosotros lo que tenemos que hacer es cumplir con la Constitución, más 
allá de la opinión personal que tengamos sobre el tema regulatorio con carácter general. 


Sobre esa base, por un lado, tenemos el tema de los combustibles y, por otro, los gastos que tienen que ver 
con traslados, alojamiento y alimentación. 


Con respecto al combustible, obviamente los criterios los establece la Junta, pero partimos de la base de que 
las rendiciones de cuentas deben estar debidamente documentadas, y realizarse un determinado 
procedimiento a los efectos de que los contadores auditores de los distintos Gobiernos departamentales es 
decir, funcionarios nuestros en los Gobiernos departamentales puedan intervenir las partidas 
correspondientes. 


Por otro lado, están las rendiciones de cuentas y la documentación en las otras materias. 


Insisto: por un lado está el combustible y, por otro, el traslado, la alimentación y el hospedaje. Estos son 
conceptos fundamentales para nosotros. ¿Por qué? Porque a nuestro entender esto no tiene carácter 
retributivo; lo que tiene es un carácter indemnizatorio o resarcitorio. Reconocemos que los Ediles, en el 
marco del desarrollo de sus actividades, necesariamente incurren en gastos. A nadie se le va a ocurrir que 
además de ser honorarios tengan que pagar para poder cumplir con su función. Es tan absurdo esto, que 
manejamos el concepto de no remunerativo, pero sí indemnizatorio o reparatorio. 


Por último, podemos decir que lo que hemos considerado en su momento es que, a su vez, ellos tienen 
instrucciones, de acuerdo con esta última resolución, de observar los gastos de Secretaría. Esto es lo que 
reciben o recibirían los Ediles para el pago de Secretaría. Eso sería observable por parte del Tribunal. 


Detrás de esta historia y de esta resolución hemos tomado contacto con realidades históricas y con ciertas 
situaciones abusivas que se han dado en distintos Gobierno departamentales a lo largo de décadas; no es un 
tema de hoy. Creo que es un tema de siempre. De alguna manera, el Tribunal, a través de ciertas decisiones lo 
más clara posibles, pretende evitar el abuso para que detrás de una reparación o una indemnización no haya 
un pago remunerativo, que implicaría quiérase o no una violación al texto constitucional. 


Agradezco a la Comisión por esta oportunidad. Estoy para lo que dispongan de mí o de mis compañeros, 
tanto de los que me acompañan por el Cuerpo como de nuestros técnicos. 


SEÑOR BEROIS.- De acuerdo con lo que expresó el Presidente del Tribunal de Cuentas queda 
totalmente claro que los reintegros de Secretaría son observados porque entienden que no están dentro 
del marco constitucional vigente. Solamente quedarían sin observar los alimentos, el combustible, el 
transporte y el alojamiento, siempre y cuando sean debidamente justificados. Se deberá rendir cuenta 
en el tiempo. 


Es bueno lo que se ha expresado aquí teniendo en cuenta los proyectos que están a estudio. 


SEÑOR RIPPE.- Creo que puedo anticipar un concepto. No habría ninguna observación si el pago de 
Secretaría estuviera incluido dentro del propio Presupuesto de las Juntas, y fueran éstas las que se 
hicieran cargo de la remuneración de los gastos de Secretaría. Una cosa es la partida que recibiría, por 
ejemplo, un Edil para remunerar a sus Secretarios o a la Asesoría, que sí serían observadas y, otra 
cosa, es que la Junta determine en su Presupuesto que se hace cargo de los gastos de Secretaría de los 
Ediles en el marco y en la responsabilidad de las Juntas. No es un dinero que reciben los Ediles; no es 
de tipo resarcitorio, sino que en todo caso, sería la propia Junta la que asumiría ese tipo de gasto. 


SEÑOR BAYARDI.- Agradezco la presencia del señor Presidente del Tribunal de Cuentas, de las 
Ministras y de los asesores, con algunos de los cuales me tocó trabajar en otras responsabilidades, 
como sucedió con el doctor Fonseca. 


Para nosotros, el problema central es cómo procesamos los reintegros por la actividad que cumplen los Ediles 
sin que ello sea observable por parte del Tribunal de Cuentas. Sin entrar en el tema de fondo sobre el carácter 
honorario que deberían tener los Ediles o no, tenemos una preocupación que, inclusive, va más allá del 
Tribunal de Cuentas y, en algunos casos, afecta más al área jurisdiccional penal que a las observaciones del 
Tribunal de Cuentas, y muchas veces son usadas en esa área por infracciones a la normativa. 


Obviamente, si la Junta Departamental tiene una partida de Secretaría, se debe instrumentar cómo se hace 
efectivo el pago por parte del titular de la Secretaría del Edil, que será a través de algún sistema de venta de 
servicios, en la medida en que si la Junta pagara una retribución a una persona con fondos de su Presupuesto 
y no quedara claro que se trata de un contrato de servicio, estaría entablando una suerte de relación laboral 
que acarrearía otras consecuencias; sabemos que esas relaciones laborales existen, que pueden estar 
planteadas, sobre todo, en lo que tiene que ver con la relación de dependencia que se genera en el desempeño 
de la actividad. Habría que encontrar una fórmula que permitiera que ello no fuera observable, por lo menos, 
por parte del Tribunal de Cuentas. De alguna manera, eso es lo que estamos tratando de solucionar, porque 
cualquier formulación genérica interpretativa del artículo 295 de la Constitución de la República daría lugar a 
la interpretación de la ley interpretativa. Sé que todos tenemos que interpretar la Constitución y la ley cuando 
aplicamos y gestionamos la cosa pública, pero entraríamos en un devenir de interpretaciones que tratamos de 
evitar a la hora de generar un marco interpretativo. 


Entonces, ahí hay un problema que tiene que ver con quién entabla relación y si se trata de una relación de 
contrato de servicio que hace la Junta Departamental con empresas unipersonales, que deberían tener algún 
nivel de afiliación propio al sistema de seguridad social este es un problema, y hay otro problema que tiene 
que ver con los reintegros. Por lo que dice el señor Presidente del Tribunal de Cuentas, en realidad, siempre 
que se entienda que hay un reintegro, no habrá observación, en cuanto quede acreditado en carácter de qué se 


hace dicho reintegro. Si bien el doctor Rippe ha planteado el capítulo de combustibles en forma separada, 
porque ha hecho andar al país lo conversamos con el Tribunal de Cuentas en anteriores oportunidades, lo 
objetable sería el carácter del reintegro y la forma de hacerlo. 


En ese punto, se abren distintos capítulos relacionados a si se trata de un gasto que se recupera a punto de 
partida de la acreditación del gasto o si se opera contra una partida que está acreditada presupuestalmente, 
que tiene liquidaciones y, por tanto, lo reintegrado es lo que puede ser gastable, mientras que el resto no, 
porque de lo contrario como he dicho, no solo competiría al Tribunal de Cuentas, sino también a la Dirección 
General Impositiva, a partir de la última reforma tributaria. 


Por lo tanto, quiero saber cómo están concibiendo, por un lado, la partida de Secretaría en lo que tiene que 
ver con el contrato de aquella persona que trabaja, es decir, cómo se entablaría esa relación laboral y, por 
otro, cómo están concibiendo el reintegro, si lo consideran un reintegro que se hace cuando se efectiviza el 
gasto o una partida contra la que se puede ir, generando el reintegro, que se cerraría mensualmente. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Creo que de la exposición del Tribunal de Cuentas queda clarísimo cuáles 
serán los criterios a utilizar. No obstante, quiero hacer dos o tres preguntas. 


También es claro que se contemplan todos los gastos que tienen los Ediles transporte, alojamiento, 
alimentación y, en caso de trasladarse, combustible y se les otorga partidas de Secretaría. 


La Comisión tiene a estudio un par de proyectos, que advierto que el Tribunal de Cuentas no conoce, pero 
sería bueno que dieran su opinión al respecto. 


Según lo que dice el señor Presidente del Tribunal de Cuentas, me queda la duda en cuanto a si esto requiere 
una ley. A priori, me parece que no sería materia de una ley, sino que, en todo caso, correspondería al 
funcionamiento interno de las Juntas departamentales cuando elaboran su presupuesto, no el departamental. 


Otra consulta que quiero hacer consiste en si el Tribunal de Cuentas ha comunicado a todas las Juntas 
departamentales esta disposición, porque si mal no recuerdo cuando se termine el proceso de discusión del 
Presupuesto departamental comenzará el de las Juntas y es en esa oportunidad en la que deberán tomar estas 
previsiones, a efectos de destinar un rubro en el presupuesto para la partida de Secretaría. Si eso es así y las 
Juntas van por ese camino, me parece que quedaría saneado el resarcimiento de gastos y que no sería 
necesario una ley. 


SEÑOR RIPPE.- Respecto a la última pregunta que se formuló, quiero aclarar que tomada la 
resolución en diciembre de 2010, se comunicó a todos los Gobiernos departamentales, a los Intendentes 
y a las Juntas. 


En cuanto a la pregunta anterior de fácil respuesta, estamos en condiciones de regular en la forma en que 
planteó el señor Diputado Cantero Piali; no necesitaríamos una ley para ello, salvo mejor opinión. 


Con respecto a las dos preguntas básicas que se formularon, planteo lo siguiente. Para referirse a la 
naturaleza de la contratación, a sus presupuestos y efectos, solicito que dé la palabra al contador Fonseca, en 
combinación con el contador Zooby para que conteste la segunda pregunta, sin perjuicio de que ellos hagan 
intervenir al doctor Pastori, del área jurídica, o a la contadora Iraola, del área de auditoría. 


SEÑOR FONSECA.- En cuanto a la pregunta formulada por el señor Diputado Bayardi sobre la 
relación laboral que tendrían los asesores en caso de que la Junta asumiera el gasto, resulta inevitable 
que se plantee una relación laboral directa con la Junta, aunque creo que podría buscarse alguna 
solución, como la de los asesores y personas de confianza de los señores Ministros, con una duración 
acotada a su trabajo, es decir, estableciendo que mientras el Edil esté desempeñando funciones o 
mientras tenga su confianza, se mantendrá como funcionario de la Junta. No tendría por qué asumir el 
carácter de funcionario de la Junta de allí en más. Me parece que, en ese caso, se necesitaría una 
solución legal a efectos de determinar si esas personas tienen el carácter de personas de particular 
confianza. 


SEÑOR BAYARDI.- En ese caso, no tengo ninguna duda de que ello sería necesario, porque cualquier 
norma departamental es ley en su jurisdicción, pero no más allá. Por lo tanto, es necesario para que 
tenga ese carácter ante el Banco de Previsión Social. Imaginemos el nivel de reclamaciones al que se 
podría quedar sujeto. Para evitarlo, se necesita una ley nacional que le dé el carácter de asistente a 
término, con un contrato a término. Ello evitaría la relación de dependencia posterior con la Junta 
Departamental. No tenía dudas al respecto, pero quería saber qué mecanismos se estaba pensando 
para efectivizar la contratación de asistentes y que no pasara necesariamente por la observación del 
Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR ZOOBY.- Me voy a referir a la segunda interrogante que planteó el señor Diputado Bayardi. 


La situación que se ha dado a través de todos estos años con relación a los reintegros de gastos de los Ediles, 
dejando de lado la partida de Secretaría, ha sido de otorgamiento de partidas mensuales fijas, en pesos, en 
unidades reajustables o el equivalente en litros de combustible, de las cuales el Edil debía rendir cuentas al 
mes siguiente de su utilización. No conozco situaciones en las que los Ediles hayan gastado y luego se les 
haya reintegrado el gasto. 


El sistema ha sido aceptado por el Tribunal de Cuentas y los problemas no se han planteado por el hecho de 
que se efectúen reintegros de gastos; ello nunca se ha discutido por parte del Tribunal de Cuentas. El 
problema radica en la rendición de cuentas de ese reintegro de gastos. Ahí está el problema. Aunque la 
Constitución de la República estableciera hoy que los Ediles son honorarios, pero pueden percibir reintegros 
de gastos, estaríamos exactamente ante el mismo problema, puesto que radica en la rendición de cuentas. 


Nosotros tenemos muchos ejemplos de situaciones que el Tribunal de Cuentas ha observado a través del 
tiempo no sé si los Diputados quieren conocerlas, que nos han demostrado que, en realidad, en muchos casos 
ha habido abusos en la forma de erogar esas partidas, lo que ha llevado a endurecer la posición del Tribunal 
de Cuentas, de manera de tratar de efectuar un control y de dar transparencia a esa rendición de cuentas. Por 
ejemplo, hay una Junta no voy a nombrar departamentos que tiene 31 Ediles, pero si sumamos a los 
suplentes, nos da 124 Ediles en total y, prácticamente, de los 124 Ediles, 118 han cobrado durante años, todos 
los meses, litros de nafta: el titular, 300 litros de nafta; el primer suplente, 150 litros; el tercer suplente, 60; 
etcétera. ¿Bajo qué mecanismo? La reglamentación establece que deben asistir al 50% de las sesiones de la 
Junta. En todas las Juntas existe un acta de asistencia yo la he visto que muestra que asisten todos. Esto 
sucede porque sale el titular durante cinco minutos, entra el primer suplente, está unos minutos, sale, luego 
entra el segundo suplente, sale y luego entra el tercer suplente. Esa situación demuestra que existe un abuso, 
y el Tribunal la ha observado porque se está violando el carácter honorario de la función. 


Asimismo, en algunos departamentos han otorgado partidas fijas de gastos, por ejemplo, $ 15.000, sin exigir 
rendición de cuentas. En otros casos se han otorgado partidas en litros de combustible y solo se exigía una 
rendición de cuentas en la que se estableciera una simple declaración jurada en la que se estableciera los 
litros de nafta que gastó o los kilómetros que recorrió en el mes. 


Estos son algunos ejemplos que demuestran el abuso. Debido a ello, en el mes de diciembre de 2010 el 
Tribunal de Cuentas tomó una resolución más exigente que las otras, en la que se establece un sistema para 
rendir cuentas, tanto de partidas de combustibles como de alojamiento o alimentación, ya sea para concurrir a 
las sesiones o comisiones, en el caso de los Ediles que deben trasladarse de las localidades en que residen 
hasta la capital departamental, así también en el caso en que los Ediles recorren el departamento. Ambas 
situaciones están previstas en esa resolución. 


Podría decir que hoy existen seis o siete Juntas a las que el Tribunal no les ha observado la reglamentación 
que aplican. ¿Eso qué quiere decir? Que es posible que las Juntas tengan un sistema de rendición de cuentas 
adecuado, transparente; no es imposible. El Tribunal de Cuentas pretende que todas las Juntas tengan un 
sistema de rendición de cuentas transparente. 


SEÑOR PEREIRA.- Voy a hacer algunas consultas. 
Entiendo perfectamente la necesidad de comprobar los gastos que realizan los señores Ediles para 


desempeñar su tarea. Probablemente, algunos de los ejemplos mencionados por integrantes del Tribunal 
puedan no estar dentro de la forma en que deberían rendirse esos gastos. 


Me preocupa la forma cómo deben rendirse los gastos de combustible. Recién se mencionaban las tareas que 
deben realizar los Ediles, así como el conocimiento que deben tener sobre lo que sucede en su departamento. 


Tengo aquí una de las observaciones que hizo el Tribunal en un departamento que plantea: "(...) la presencia 
en el territorio a efectos de constatar las diversas realidades que tiene el departamento, la recolección de 
información a los efectos de legislar o controlar al Ejecutivo Departamental y a los Municipios y la presencia 
en actividades en las que la Junta Departamental, sus Comisiones " etcétera "estuvieran invitados," los 
señores Ediles no se ajustan a lo dispuesto por la Resolución de este Tribunal(...)" 


Si bien entendemos que el mecanismo debe ser muy prolijo y debe quedar constancia de cada uno de los 
gastos porque es un reintegro, no es de carácter remunerativo, creemos que la interpretación que se está 
haciendo en este caso es un poco restrictiva. Entendemos que parte de la tarea de los Ediles consiste en 
conocer el departamento, dar cuenta de los que está sucediendo en los diferentes lugares, poder ejercer la 
función de contralor que deben, así como tomar contacto con las diferentes organizaciones de la sociedad 
civil. Creemos que, en algunos casos, la interpretación de lo que significa misión oficial, es un poco 
restrictiva. Queremos saber cuál es la opinión que tienen al respecto. 


SEÑOR ESPINOSA.- Creo que este no es el momento aunque estemos tentados de llevar adelante un 
debate en cuanto a si el cargo de Edil debe ser honorario o no. 


Yo que no me caracterizo por hablar técnicamente, sino en forma común, quiero decir que hemos estado 
muchos años jugando a la mosqueta con esta situación. De alguna manera, con esto se está llevando a que los 
Ediles y las Juntas departamentales se las ingenien para cumplir con su rol. ¿Y cuál es el rol que debe cumplir 
una democracia? Que todos tengan las mismas posibilidades para llevar a cabo las responsabilidades 
públicas. Quizá sea un grave error el hecho de que la Constitución todavía establezca el carácter honorario 
para esa función. Si fuera honorario, en el futuro solo vamos a tener Juntas departamentales de elite; solo los 
que tengan dinero o algún sustento muy fuerte, podrán hacer política, para los demás va a estar vedado. 


Comparto lo que dicen los miembros del Tribunal de Cuentas. Ellos están ajustados a derecho y tienen que 
observar y orientar a las distintas Juntas departamentales conforme a lo que indica la ley. Eso me parece 
correctísimo. Pero creo que queda cierta ambigijedad. En la resolución de la Junta departamental de 
Canelones se establece que a cada Edil le corresponden quinientos cinco litros de combustible; pareciera 
caprichoso. ¿Y los meses que gastan menos? ¿Y cuando gastan más? La observación del Tribunal de Cuentas 
infiere que sería solamente como se ha dicho recientemente para los que viven fuera del lugar donde está 
instalada la Junta departamental. En nuestro caso está instalada en la ciudad de Canelones, así que los Ediles 
que viven allí no podrían cobrar un peso, porque no se ajustaría con lo que prevé la ley. 


La rendición de cuentas es tenebrosa. Y digo con total franqueza que se obliga a los Ediles a hacer cualquier 
moña. Hay que decir las cosas como son, no hay que tener miedo a la realidad. Debido a eso, el Tribunal de 
Cuentas debe realizar constantes y legítimas observaciones, que respetamos y valoramos 


Yo estaría muy tentando a que por la vía de la ley se establecieran parámetros distintos a estos, y que se le 
quitara al Tribunal la responsabilidad de tener que hacer permanentemente todas esas observaciones, teniendo 
en el país diecinueve realidades distintas. Después discutiremos políticamente si es correcto que 
departamentos como Canelones tengan 31 Ediles con sus suplentes, así como el mecanismo de reintegro que 
hubo en el pasado, el que hay ahora y el que se podría establecer para un futuro. Me gustaría que hoy los 
integrantes del Tribunal de Cuentas me digan qué método diseñarían para que no se reitere esta situación tan 
compleja, si ellos estuviesen en una banca de Edil de cualquier departamento. Porque con los parámetros que 
estamos aplicando en la actualidad, los Ediles deberán contar con un estudio contable para que los orienten y 
así evitar que, como sucedió en alguna Junta departamental, sean procesados lo que es gravísimo cuando lo 
único que intentan hacer es cumplir con su labor legislativa. Yo estoy en contra de que siempre debamos 
sostener que sean honorarios; hay que pagarles, de lo contrario, no pueden actuar. 


¿Vamos a seguir metiendo al Tribunal de Cuentas en el medio de este lío, para luego con sutileza, inteligencia 
y profesionalismo tratar de ver cómo arreglamos el lío en cada uno de los diecinueve casos que hay en el 
país? Me parece que no es así. 


Reitero que me gustaría que, con la capacidad que los miembros del Tribunal de Cuentas tienen, nos digan, a 
paisanos brutos como yo, cuál sería el diseño más práctico que propondrían para regular esta situación, si 
fueran Ediles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Diputado Espinosa, quiero hacerle una precisión. El Presidente del 
Tribunal en su primera intervención aclaró perfectamente ese tema, y figura en la versión taquigráfica. 
Explicó que acá no se está discutiendo desde el punto de vista constitucional o filosófico si el cargo de 
Edil debe ser honorario, sino la rendición de cuentas de los gastos de combustible, alojamiento, 
alimentación y hotel. En ese marco definimos el tema y, por lo tanto, tratamos de exonerar al Tribunal 
en ese sentido. 


SEÑOR OLIVERA.- Agradezco la presencia de los invitados. 


Hace mucho tiempo que todos los actores políticos estamos muy preocupados porque algunos Ediles fueron 
citados por la Justicia, debido a que podríamos decir no tuvieron la habilidad técnica necesaria. Porque en 
esto está en juego la capacidad y habilidad técnica y jurídica que tengan para hacer esa rendición. No se trata 
de que se corrijan los gastos ni los contenidos, sino la forma de la presentación. 


Nosotros estamos muy preocupados por esta situación. Está claro que lo que está en juego no son los gastos, 
sino la rendición de cuentas. Hay una cantidad de elementos de uso diario de los señores Ediles, como 
asesoramientos jurídicos y contables o instrumentaciones que se hacen para investigar y así desarrollar bien 
sus tareas, que son provistos principalmente por los partidos políticos. Estos tienen importantes costos y 
muchas veces no tienen retorno. En el presupuesto de algunas Juntas está considerado un paquete de gastos 
en ese sentido. Quiero saber si eso que es parte del presupuesto de la Junta va a ser considerado como 
correcto en la rendición. Asimismo, falta instrumentar esos aspectos, porque si bien son consideradas, los 
fondos son insuficientes. Estamos hablando de equipos técnicos de contadores y abogados, por tanto, 
sabemos que se trata de sumas muy grandes que debería utilizar cada Edil. Pero si se permite que esto sea 
otorgado por los sectores políticos, que muchas veces son compartidos con partes del equipo por un espectro 
mayor, se amortigua el gasto. ¿Hay algo instrumentado para que esto sea considerado en las rendiciones de 
cuentas? 


SEÑOR BEROIS.- Sé perfectamente que el Tribunal de Cuentas trata de explicarnos la situación 
dentro del marco legal y constitucional. Hace tiempo nosotros propusimos una reforma constitucional 
para que se le pagara a los Ediles yo hice campaña y la ciudadanía dijo "No". Por lo tanto, tenemos 
que trabajar dentro de ese marco. Creo que la base de todo lo que han dicho son las rendiciones. Acá 
entramos en el plano de las opiniones. Si no escuché mal, las rendiciones se deben hacer 
detalladamente, explicitando el vehículo, a dónde se desplazó, y a qué sesión. Me parece que lo que no 
ha habido es ese detalle en las rendiciones de cuentas. En las rendiciones hay que ser lo más detallista 
posible para que no quede lugar a dudas de que a través de esto se está violando un precepto 
constitucional. Aquí es donde el Tribunal se basa. Todo lo demás quedaría sujeto a lo que nos están 
diciendo. Lo que trata de evitar es que haya abuso permanente. Como dijo el Presidente del Tribunal, 
el objetivo principal es que nadie ponga dinero de su bolsillo para trabajar en una función honoraria. 


Es muy importante que en esta sesión nos aclaren exactamente cómo deben hacerse las rendiciones. Por más 
que estos proyectos de ley no van a solucionar absolutamente nada, me parece que si en la Constitución se 
hablara de reintegro, el problema lo tendríamos igual, porque el tema es cómo se harían las rendiciones de 
cuentas. Estas soluciones que tenemos arriba de la mesa poco pueden terminar con este problema de aquí en 
más. 


SEÑOR ZOOBY.- Me pareció entender que el Diputado se refería a los gastos que están mencionados 
en general como gastos de Secretaría, pero también comprenderían gastos de asesoramiento 
profesional. 


En este momento hay dos presupuestos vigentes de Juntas que contienen gastos de Secretaría. Puede ser que 
haya algún otro de los que están en trámite que prevea gastos de ese tipo. 


El problema general no se ha planteado con los gastos de Secretaría, sino con los otros gastos. Tal como dijo 
el doctor Fonseca, el Tribunal acepta algunas soluciones para prever o instrumentar ese tipo de gastos. 
Inclusive, la Junta departamental de Montevideo desde hace muchos años ha utilizado un procedimiento que 
el Tribunal ha aceptado hasta ahora. El problema es que, considerando una nueva reglamentación de un 
departamento, el Tribunal vio que se está en perspectiva de una extensión de una situación de abuso a los 
gastos de Secretaría. Entonces, se ha entendido que se debía observar ese tipo de gastos en la medida en 
cómo se pensaba gastar. 


Con respecto a la otra cuestión, aunque estuviera establecido en la Constitución que los reintegros de gastos 
son admisibles, no se solucionaría la situación. 


En la última resolución del Tribunal se modificaron varias cosas respecto a la anterior, y se trató de establecer 
un procedimiento detallado de cómo deben ser las rendiciones de cuentas, tanto para los gastos de 
combustible como para otros gastos, o sea de traslado, hospedaje y alimentación. Esto es tanto para las 
situaciones en las que el Edil concurre a una sesión o a una Comisión de la Junta como para las que se 
traslada con el fin de cumplir con otras funciones. En varios puntos de la resolución están previstas las dos 
situaciones: la asistencia a Comisión y las otras funciones que no están detalladas como las visitas que los 
Ediles se supone deben hacer recorriendo el respectivo departamento. 


La rendición de cuentas tiene que ser en forma mensual y comprende una declaración jurada sustentada en 
documentación. Por ejemplo, la resolución dice que la rendición de cuentas de los gastos de combustible 
dentro de los límites que establezca la reglamentación dictada por la Junta, se presentará en forma mensual, 
adjuntando la documentación respaldante y la declaración jurada, detallándose como mínimo el lugar de su 
domicilio, la matrícula del vehículo utilizado, el propietario del mismo, las fechas en las que asistió a 
sesiones de la Junta o a sus Comisiones, las fechas y lugares a los que concurrió en cumplimiento de otras 
funciones traslados, visitas, etcétera, el kilometraje recorrido en cada oportunidad y la estimación de los litros 
de combustible consumidos. 


La referencia de los datos de la matrícula del vehículo, del propietario, etcétera, es algo que hace muchos 
años había tomado el Tribunal. El Tribunal no lo inventó; lo sacó de una reglamentación que hace muchos 
años tenía la Junta departamental de Montevideo. En la década del ochenta, la Junta departamental de 
Montevideo entendió, como una exigencia fundamental para dar transparencia a esta situación, establecer 
este requisito. La Junta llevaba un registro no sé si hoy lo lleva del vehículo que utilizaba cada Edil, su 
relación de propiedad o no, etcétera. 


Por otra parte, para los otros gastos de traslado, de hospedaje y de alimentación, la reglamentación establece 
un mecanismo similar de presentación de declaración jurada y de documentación respaldante. 


Esta declaración jurada debe tener un detalle. No es la declaración jurada que exigía la resolución de 1992 
del Tribunal, que simplemente requería los kilómetros recorridos. El tiempo nos dijo que eso no sirvió para 
nada, porque Ediles de un departamento terminaban recorriendo absolutamente todos los meses de todos los 
años 8.000 o 9.000 kilómetros por mes. Vimos que eso no podía ser real. Por tanto, la de ahora es una 
declaración jurada detallada con fechas, kilómetros y lugares. 


SEÑOR RIPPE.- Tengo interés de saber de qué fecha es el fallo que mencionó el señor Diputado 
Pereira 


SEÑOR PEREIRA.- De enero de este año. 
SEÑOR RIPPE.- Voy a tomar nota. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Estamos haciendo mucho hincapié en el carácter honorario de los Ediles, pero 
a mi juicio no es ese el problema que estamos tratando y el problema del que se ocupa el Tribunal. 


Podremos estar de acuerdo o no creo que mayoritariamente no estamos de acuerdo con que los Ediles sean 
honorarios, pero es lo que dice la Constitución de la República. El Tribunal esencialmente a lo que tiene que 
atenerse es a la legalidad. En realidad, para mí, como Tribunal de Cuentas tenemos que poner atención y es lo 


que efectivamente hacemos a la legalidad de los gastos y a la justificación de los mismos. Creo que ningún 
organismo, salvo las Juntas departamentales, van a pagar a uno de sus funcionarios cualquiera sea su 
carácter: electivo, como en este caso, designado, o lo que fuera el gasto de 300 litros de nafta que presenta en 
una declaración jurada. No es que actualmente se establezcan nuevas exigencias para las rendiciones de 
cuentas. Hay Juntas departamentales donde los 31 Ediles hacen una declaración jurada, y en base a ella 
cobran equis cantidad de litros de nafta 300, 500 o lo que haya establecido esa Junta todos los meses. Nadie 
aceptaría eso como algo razonable, y como una cosa real. Todos los meses gastan 300 litros de nafta, que no 
se justifican de ninguna manera, si no se hace una declaración jurada. 


Estamos totalmente de acuerdo con que haya un reintegro de gastos para este caso, como para cualquier otro 
funcionario que incurra en gastos para su trabajo. El tema es que eso no es así en muchos casos, aunque sí en 
algunos. Como acaba de decir el contador Zooby, hay Juntas que no han merecido observaciones, pero la 
mayoría sí las merecen, porque sus procedimientos y la justificación de gastos que paga el Estado, no es la 
que corresponde. Entonces, más allá de que los gastos sean legítimos, la justificación de los mismos no es 
legítima. Y el Tribunal tiene que observarla como si el Poder Legislativo o cualquier organismo del Estado 
hiciera un gasto no justificado. De eso se trata. 


Si las sucesivas resoluciones del Tribunal de Cuentas han sido en algunos aspectos más restrictivas, es porque 
precisamente este sistema ha ido incrementando irregularidades. Entonces, frente a las comprobaciones que 
el Tribunal ha hecho a las sucesivas observaciones de años y años con respecto a determinas Juntas que no 
han sido atendidas, tal vez haya habido mayor exigencia en dejar muy claro qué es lo que debe ser una 
justificación de gastos que, repito, paga el Estado y que, por lo tanto, debe tener una documentación 
acreditante, como en cualquier otra situación en que paga el Estado. 


De eso se trata, más allá del carácter honorario de los Ediles. Los que hemos estado cerca de los temas 
municipales y de los que estamos acá somos unos cuantos creo que tenemos bastante clara la idea de que se 
ha ido desvirtuando el asunto y estamos frente a remuneraciones encubiertas. Pero aunque no fuera así, la 
rendición de cuentas de los gastos del Estado tiene sus exigencias que deben ser cumplidas por las Juntas 
departamentales como por todos los organismos del Estado. Ahí está el verdadero problema al que tenemos 
que buscar solución, más allá y con total independencia del carácter honorario de los Ediles, que por supuesto 
tenemos que aspirar a que más que cualquier otro funcionario pueda tener reintegro de sus gastos en la 
medida en que son honorarios. [Creo que por ahí tenemos que plantear el problema. 


Me parece que las Juntas deben buscar los procedimientos que se adecuen a actuar debidamente digamos 
para evitar las observaciones. Estoy totalmente de acuerdo con lo que se planteó en cuanto a que esto no se 
soluciona con una ley nacional; las Juntas departamentales deben buscar los procedimientos a efectos de 
cumplir adecuadamente con las normas que el Tribunal de Cuentas exige a todo el Estado y no solo a las 
Juntas departamentales. 


SEÑOR ZOOBY.- Quiero aclarar un aspecto, que no se dijo aquí y que no sé si conocen los señores 
Diputados. Las observaciones que ha hecho el Tribunal de Cuentas a lo largo del tiempo se pueden 
separar en dos tipos: las que se han hecho porque no se verifica el carácter honorario de la función del 
Edil y las que se han hecho porque el Edil no ha cumplido con las reglamentaciones dictadas por las 
propias Juntas. Eso es muy importante. Las Juntas dictan reglamentaciones que pueden ser 
observadas o no por el Tribunal de Cuentas y, al hacer la auditoría de las rendiciones de cuentas, se 
constata que los Ediles no cumplen con las resoluciones que han dictado las Juntas. Eso es bastante 
grave, porque, en definitiva, el Edil no cumple con la normativa que él contribuyó a aprobar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos hacer notar que tenemos un problema locativo: a la hora 10 
sesionará otra Comisión en esta Sala. 


SEÑOR RIPPE.- Quiero creer que con lo expuesto hemos aclarado la posición del Tribunal de 
Cuentas, sus argumentos y los fundamentos de las observaciones. 


Por lo tanto, si estiman que corresponde legislar en la materia desconocemos si existe un proyecto en tal 
sentido, nos ponemos a su disposición. 


En el ínter, en el acierto o en el error, cumplimos con la Constitución y la ley. Es todo lo que podemos decir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicitamos que nos entreguen el material que se ha expuesto, precisamente, 
con relación a cómo se hace la rendición de cuentas. 


Agradecemos la presencia de la delegación del Tribunal de Cuentas. Creemos que ha sido bastante clara la 
posición del Tribunal de Cuentas y que ha mostrado los caminos por los que se debe transitar. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


